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RESUMEN: El pasado 13 de febrero, el Comité Europeo de las Regiones emitió un Dictamen 
con el objeto de pronunciarse acerca de la propuesta de la Proclamación interinstitucional 
realizada por el Parlamento Europeo, el Consejo y la Comisión, sobre el pilar europeo de derechos 
sociales y Documento de reflexión sobre la dimensión social de Europa, elaborada a raíz de la 
declaración de intenciones del presidente de la Comisión Jean-Claude Juncker en el año 2015, de 
desarrollar una iniciativa para lograr una convergencia renovada en la zona del euro, teniendo en 
cuenta las realidades cambiantes de las sociedades europeas y del mundo del trabajo, y 
complementar de esta manera, lo conseguido en lo que respecta a la protección social de todos los 
ciudadanos en la Unión Europea. 
Tras realizar unas consideraciones previas sobre el contexto y el procedimiento seguido para el 
establecimiento de esta iniciativa, en el presente comentario se concreta el estado actual de los 
aspectos sustantivos objeto de la emisión del Dictamen, para posteriormente, analizar las 
diferentes recomendaciones de enmienda y políticas realizadas al respecto. 
PALABRAS CLAVE: Unión Europea; cohesión; derechos sociales; principios; protección social; 
dictamen; recomendaciones.  
SUMARIO: I. Consideraciones preliminares.- II. Estado actual de la cuestión objeto del 
dictamen.- III. El dictamen emitido por el Comité Europeo de las Regiones.- IV. Conclusión.- V. 
Bibliografía. 
 
COMMENTARY FROM THE LAST OPINION OF THE EUROPEAN 
COMMITTEE OF THE REGIONS ON THE EUROPEAN PILLAR OF SOCIAL 
AND SOCIAL RIGHTS REFLECTION DOCUMENT ON THE SOCIAL 
DIMENSION OF EUROPE 
ABSTRACT: Last February 13, the European Committee of the Regions issued an Opinion to 
declare that it presents the inter-institutional Proclamation offered by the European Parliament, the 
Council and the Commission, on the european pillar of social rights and the Document of reflection 
on the social dimension of Europe, elaborated following the declaration of intentions of the 
 
 
RGDTSS 
ISSN: 1696-9626, núm. 49, Mayo (2018)       Iustel 
581 
president of the Commission Jean-Claude Juncker in 2015, to develop an initiative to achieve a 
renewed convergence in the Euro area, taking into account the changing realities of the companies 
European Union and the world of work, and to complement by this means, what has been achieved 
with regard to the social protection of all citizens in the European Union. 
After realizing a few previous considerations on the context and the procedure followed for the 
establishment of this initiative, in the present comment there is concrete the current condition of the 
substantive aspects of the emission of the Opinion, for later, to analyze the different 
recommendations of amendment and policy realized in the matter. 
KEYWORDS: European Union; cohesion; social rights; principles; social protection; opinion; 
recommendations. 
SUMMARY: I. Preliminary considerations.- II. Current status of object of the opinion.- III. The 
opinion issued by the European Committee of the Regions.- IV. Conclusion.- V. References. 
 
I. CONSIDERACIONES PRELIMINARES 
Desde que el presidente de la Comisión Europea Jean-Claude Juncker, propusiese el 
establecimiento de un pilar europeo de derechos sociales (en adelante, PEDS) en el 
discurso sobre el estado de la Unión pronunciado ante el Parlamento Europeo el 9 de 
septiembre de 2015, en un contexto socioeconómico políticamente inestable y con una 
progresiva desafección ciudadana hacia la UE, por los efectos de la crisis económica en 
términos de pobreza, desempleo y desigualdad, esta iniciativa pasó a formar parte de la 
labor emprendida por la Comisión en pos de una unión económica y monetaria más 
justa. 
Pasados unos meses, y fiel a su palabra, Juncker presentó en marzo de 2016 un 
esbozo preliminar del PEDS
1
, con el objetivo principal de contribuir al progreso social 
promoviendo mercados de trabajo y sistemas de protección social más justos, y el 
propósito de que el modelo social europeo esté preparado para afrontar los desafíos del 
siglo XXI.  
En este esbozo concebido para su establecimiento dentro de la zona del euro, pero 
también abierto a otros Estados miembros con carácter voluntario, aunque se formularon 
una serie de principios y derechos esenciales cuyos objetivos y derechos sociales se 
circunscriben al Derecho primario de la Unión Europea (en adelante, UE), como el 
Tratado de la Unión Europea (en adelante, TUE)
2
 y el Tratado de Funcionamiento de la 
                                                          
1
 COMISIÓN EUROPEA, Comunicación de la comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al 
Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones “Apertura de una consulta sobre 
un pilar europeo de derechos sociales”, COM(2016) 127, de 8 de marzo de 2016, p.8.  
2
 También conocido como "Tratado de Maastricht", se firmó en Maastricht el 7 de febrero de 
1992, y entró en vigor el 1 de noviembre de 1993. En él se consagra el nombre de “Unión 
Europea”, sustituyendo al de “Comunidad Europea”. 
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Unión Europea (en adelante, TFUE)
3
, a la Carta de los Derechos Fundamentales
4
 y a la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en adelante, TJUE)
5
, 
también se abordaron otros en cuyo ámbito de actuación, los Estados miembros son los 
principales responsables, y en los que la UE tiene un papel más complementario y de 
apoyo
6
. 
Estos principios y derechos clave establecidos en el texto del borrador del pilar son 
veinte y se estructuran en tres categorías principales: una primera, que engloba los 
relacionados con la Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de trabajo: 
Aptitudes, educación y aprendizaje permanente, Contratos de trabajo flexibles y seguros, 
Transiciones profesionales seguras, Apoyo activo para el empleo, Igualdad de género y 
equilibrio entre vida laboral y vida privada e Igualdad de oportunidades; una segunda, 
que contempla las Condiciones de trabajo justas: Condiciones de empleo, Salarios, 
Salud y seguridad en el trabajo y Diálogo social y participación de los trabajadores; y un 
tercera, que se ocupa de los principios y derechos sobre la Protección social adecuada y 
sostenible: Prestaciones y servicios sociales integrados, Asistencia sanitaria y 
prestaciones por enfermedad, Pensiones, Prestaciones por desempleo, Renta mínima, 
Prestaciones por discapacidad, Cuidados de larga duración, Servicios de guardería, 
Vivienda y Acceso a los servicios esenciales
7
. 
Tras concretar los ámbitos de actuación a los que se adscriben los mismos, se inició 
una amplia consulta pública sobre los mismos, dirigida a las instituciones de la UE, 
autoridades y parlamentos nacionales, sindicatos y patronales, ONG, proveedores de 
servicios sociales, expertos del mundo académico y el público en general. Su pretensión 
era el recabar diferentes puntos de vista ya que “el establecimiento del pilar ofrece la 
                                                          
3
 Vigente desde el 12 de junio de 1985, es uno de los cuatro documentos que configuran la 
constitución material de la Unión Europea, junto con el Tratado de la Unión Europea (TUE), el 
Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica (Tratado Euratom) y la Carta 
de Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 
4
 Proclamada por el Parlamento Europeo, el Consejo de la Unión Europea y la Comisión Europea 
en Niza el 7 de diciembre de 2000 y revisada el 12 de diciembre de 2007, es un documento que 
contiene provisiones de derechos humanos, y refuerza la seguridad jurídica por lo que se refiere a 
la protección de los derechos fundamentales; protección que desde 1969 se garantizaba mediante 
la jurisprudencia del TJUE y con la actual redacción del artículo 6 del TUE. En ella se expresa el 
compromiso de la UE con los derechos humanos y las libertades fundamentales, y se recoge por 
primera vez en la historia de la UE en un único texto, el conjunto de derechos civiles, políticos, 
económicos y sociales de los ciudadanos europeos.  
5
 Puesto que, desde la promulgación de la Carta de Derechos Fundamentales de la UE, la 
defensa de los derechos sociales se ha nutrido de técnicas interpretativas que han permitido 
desarrollar la jurisprudencia comunitaria en dicho terreno. 
6
 COMISIÓN EUROPEA, ANNEX 1 Comunicación de la comisión al Parlamento Europeo, al 
Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones “Apertura de una 
consulta sobre un pilar europeo de derechos sociales”, COM(2016) 127 final, de 8 de marzo de 
2016, p.2.   
7
 Ibídem, p.1. 
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oportunidad de guiar la reflexión sobre los derechos sociales existentes, las necesidades 
particulares de la zona del euro, las realidades cambiantes del mundo del trabajo y las 
reformas necesarias a todos los niveles”
8
. En la conformación del PEDS, debían cobrar 
un protagonismo principal los interlocutores sociales de la UE, el Comité Económico y 
Social Europeo (en adelante, CESE) y el Comité Europeo de las Regiones (en adelante, 
CDR). 
Sobre esta base, y siguiendo el procedimiento establecido, una vez mostrados los 
resultados de las numerosas contribuciones recabadas durante la consulta pública sobre 
diferentes aspectos como el alcance, la naturaleza legal, el alcance, la naturaleza legal, 
la implementación, la financiación y los diferentes principios y derechos
9
, realizada con 
todas las partes interesadas a todos los niveles; y previa comunicación que señala el 
camino a seguir para su establecimiento
10
, se presentó por parte de la Comisión, la 
propuesta final del PEDS
11
. 
En este punto, cabe destacar que en paralelo a la puesta en escena de esta 
propuesta final, se publicó el Documento de reflexión sobre la dimensión social de 
Europa, con el objetivo de sentar las bases de un debate para aclarar dos cuestiones: los 
retos que deben afrontar conjuntamente los países de la Unión y el valor añadido que 
pueden aportar los instrumentos a nivel de la UE en este esfuerzo
12
; y que centrado en 
las profundas transformaciones que experimentarán las sociedades europeas y el mundo 
del trabajo en la próxima década, presenta varias opciones de responder colectivamente 
sobre la manera de construir una Europa que proteja, capacite y vele por la seguridad, 
en línea con lo establecido en el Libro Blanco sobre el futuro de Europa
13
. 
                                                          
8
 Ibídem, p.9. 
9
 Cuyos resultados se reflejan en el Documento de acompañamiento “Informe de la consulta 
pública- Establecer un pilar europeo de derechos sociales”, SWD(2017) 206, de 26 de abril de 
2017. 
10
 COMISIÓN EUROPEA, Comunicación de la comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al 
Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones “Establecimiento de un pilar 
europeo de derechos sociales”, COM(2017) 250 final, de 26 de abril de 2017. 
11
 COMISIÓN EUROPEA, “Propuesta de proclamación interinstitucional sobre el pilar europeo de 
derechos sociales”, COM(2017) 251 final, de 26 de abril de 2017.  
12
 COMISIÓN EUROPEA, “Documento de reflexión sobre la dimensión social de Europa”, 
COM(2017) 206 final, de 26 de abril de 2017, p. 37. 
13
 Que presentado por la Comisión Europea el 1 de marzo de 2017, analiza de qué forma 
evolucionará Europa en el próximo decenio, desde la repercusión de las nuevas tecnologías en la 
sociedad y el empleo, a las dudas que suscita la globalización, los problemas en materia de 
seguridad y el ascenso de los populismos. Fuente: Comisión Europea. Disponible en: 
https://ec.europa.eu/commission/white-paper-future-europe-reflections-and-scenarios-eu27_es 
(Consultado el 15/02/2018). 
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II. ESTADO ACTUAL DE LA CUESTIÓN OBJETO DEL DICTAMEN 
Tras concretar el marco para orientar la actuación futura de los Estados miembros 
participantes, el PEDS es presentado en forma de Recomendación de la Comisión
14
 -que 
como instrumento no vinculante, se limita a fijar líneas de orientación e interpretación-
15
, 
junto con una propuesta de proclamación interinstitucional a debatir en el Parlamento 
Europeo y el Consejo, tal como se hizo con la Carta de los Derechos Fundamentales de 
la UE.  
Su redacción final no afecta a los principios y derechos ya establecidos en diferentes 
disposiciones del Derecho de la UE, por inspirarse en valores muchos de ellos ya 
contemplados en distintos documentos como: los Tratados de Roma
16
, la Carta Social 
Europea
17
, la Carta Comunitaria de los Derechos Sociales Fundamentales de los 
Trabajadores de 1989
18
, la Carta Europea de los Derechos Fundamentales, o 
disposiciones surgidas de la jurisprudencia del TJUE.  
Asimismo, tiene en consideración sus limitaciones legales, dado que, en muchos 
aspectos, tanto los interlocutores sociales como los Estados miembros, tienen 
competencias primarias o incluso exclusivas en ámbitos como la educación, el salario 
mínimo, la asistencia sanitaria y la organización de los sistemas de protección social. De 
tal forma que, los principios y derechos establecidos por el PEDS deberán aplicarse a 
nivel de la Unión y de los Estados miembros, respetando plenamente sus competencias 
respectivas.  
                                                          
14
 RECOMENDACIÓN (UE) 2017/761 de la COMISIÓN, sobre el pilar europeo de derechos 
sociales, de 26 de abril de 2017. 
15
 Ya que las Recomendaciones permiten a las instituciones europeas dar a conocer sus puntos 
de vista y sugerir una línea de actuación sin imponer obligaciones legales a quienes se dirigen. 
16
 Que, firmados el 25 de marzo de 1957, dieron origen a la Unión Europea. Uno de ellos 
estableció la Comunidad Económica Europea (CEE) y el otro estableció la Comunidad Europea de 
la Energía Atómica (CEEA o Euratom). Ambos tratados fueron firmados por Alemania Federal, 
Bélgica, Francia, Italia, Luxemburgo, y los Países Bajos. 
17
 Calificada por muchas voces como "la Constitución social de Europa" y firmada en Turín el 18 
de octubre de 1961, es un compendio de derechos sociales y económicos a nivel europeo, 
relacionados con el empleo, la vivienda, la salud, la educación, la protección social y el bienestar, 
con preceptos específicos para la protección de los ciudadanos más mayores y más jóvenes y de 
todos aquellos que se encuentran en una situación de precariedad.  
18
 Inspirada en los convenios de la Organización Internacional del Trabajo y en la Carta Social 
Europea, firmada el 9 de diciembre de 1989 y aprobada en la cumbre de Estrasburgo por once de 
los doce Estados miembros de la Comunidad, establece los grandes principios sobre los que se 
basa el modelo europeo de derecho laboral y, de forma más general, el lugar que ocupa el trabajo 
en la sociedad. 
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Y todo ello, en consonancia con los principios de subsidiariedad y proporcionalidad 
que regulan el ejercicio de las competencias de la UE
19
, y que establecen los límites 
específicos de las acciones de sus instituciones, de tal manera que el contenido y la 
forma de la acción deben guardar proporción con la finalidad que se persigue; por lo que, 
estos principios son una garantía de que las decisiones se tomen lo más cerca posible 
de los ciudadanos de la Unión, y que las medidas propuestas a nivel europeo presenten 
un valor añadido demostrado. 
En este contexto, y seis meses después de la presentación del informe de la consulta 
pública por parte de la Comisión sobre el establecimiento de un PEDS, con una 
indudable demostración de la unidad europea, al formato jurídico de la Recomendación 
de la Comisión 2017/761 sobre el PEDS, aplicable desde el 26 de abril de 2017, se suma 
con idéntico contenido, la Proclamación interinstitucional conjunta del Parlamento, el 
Consejo y la Comisión, sobre el PEDS
20
, cuyo fin es reforzar los derechos sociales, 
ejercer un efecto positivo en la vida de las personas a corto y medio plazo y apoyar la 
construcción europea en el siglo XXI
21
. 
Esta proclamación aprobada conjuntamente por el Parlamento Europeo, el Consejo y 
la Comisión Europea, durante la Cumbre social en favor del empleo justo y el crecimiento 
celebrada en Gotemburgo (Suecia), el 17 de noviembre de 2017
22
, recoge las 
convicciones de una Europa más justa, que aspira a reforzar y hacer más efectivos los 
derechos de los ciudadanos, “desde el derecho a salarios justos hasta el derecho a la 
asistencia sanitaria; desde el aprendizaje permanente, la conciliación de vida privada y 
profesional y la igualdad de género hasta los ingresos mínimos […] que aborde el 
desempleo, la pobreza y la discriminación, una Europa que ofrezca igualdad de 
                                                          
19
 Ya que para determinar cuándo la UE es competente para legislar y tomar decisiones, se hace 
imprescindible la aplicación del principio de subsidiariedad, consagrado en el TUE junto a dos 
principios considerados también esenciales en este terreno, el de atribución y el de 
proporcionalidad (art. 5). De este modo, la UE solo puede actuar en un ámbito político si una 
acción forma parte de las competencias que los tratados han atribuido a la UE (principio de 
atribución); se encuentra en el marco de las competencias compartidas con los países de la UE - la 
escala de la UE es la más adecuada para alcanzar los objetivos fijados por los tratados- (principio 
de subsidiariedad); y el contenido y la forma de la acción no excede lo necesario para cumplir los 
objetivos establecidos por los tratados (principio de proporcionalidad). 
20
 PARLAMENTO EUROPEO, CONSEJO Y COMISIÓN EUROPEA, “Proclamación 
interinstitucional sobre el pilar europeo de derechos sociales”, (2017/C 428/09). DOUE C 428/08, 
de 13 de diciembre de 2017. 
21
 Resolución del Parlamento Europeo, de 19 de enero de 2017, sobre un pilar europeo de 
derechos sociales [2016/2095(INI)].  
22
 Firmada por el Presidente Juncker, en nombre de la Comisión Europea, el presidente Tajani, 
en nombre del Parlamento Europeo, y el primer ministro Ratas, en nombre del Consejo de la Unión 
Europea. 
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oportunidades a los jóvenes y a las personas vulnerables”
23
, reflejando el apoyo unánime 
de todas las instituciones de la UE a los principios y derechos consagrados en la misma.  
En este sentido, cabe subrayar que los principios y derechos esenciales para el buen 
y justo funcionamiento de los mercados de trabajo y de los sistemas de bienestar de la 
Europa del siglo XXI contemplados finalmente en la Proclamación interinstitucional sobre 
el PEDS -que son los mismos que los contenidos en la Recomendación 2017/761-, al 
igual que los contemplados en el esbozo inicial, se estructuran en torno a dos ejes 
principales: uno relativo a las garantías y derechos de los trabajadores en el ámbito del 
mercado laboral, y otro referente a los sistemas de protección e inclusión equitativos de 
todos los ciudadanos, divididos en tres categorías con sólo una modificación en uno de 
las rúbricas: Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de trabajo, Condiciones de 
trabajo justas y Protección e inclusión social -en lugar de Protección social adecuada y 
sostenible-. 
A este respecto, salvo la supresión del derecho a los servicios de guardería 
contemplado en el borrador y algunas sustituciones léxicas, la mayoría de principios y 
derechos conservan el mismo título, con algunos cambios puntuales en su ubicación.  
De tal manera que, dentro del capítulo dedicado a la Igualdad de oportunidades y 
acceso al mercado de trabajo, se ubican los principios y derechos relativos a la 
Educación, formación y aprendizaje permanente, la Igualdad de género, la Igualdad de 
oportunidades y el Apoyo activo para el empleo; en el capítulo sobre Condiciones de 
trabajo justas, los de Empleo seguro y adaptable, Salarios, Información sobre las 
condiciones de trabajo y la protección en caso de despido, Diálogo social y participación 
de los trabajadores, Equilibrio entre vida profesional y vida privada y Entorno de trabajo 
saludable, seguro y adaptado y protección de datos; y en el último capítulo dedicado a la 
Protección e inclusión social, los dedicados a la Asistencia y apoyo a los niños, la 
Protección social, las Prestaciones por desempleo, la Renta mínima, las Pensiones y 
prestaciones de vejez, la Sanidad, la Inclusión de las personas con discapacidad, los 
Cuidados de larga duración, la Vivienda y asistencia para las personas sin hogar, y el 
Acceso a los servicios esenciales. 
III. EL DICTAMEN EMITIDO POR EL COMITÉ EUROPEO DE LAS REGIONES 
A raíz de la propuesta de Proclamación interinstitucional sobre el PEDS realizada tras 
la consulta pública por parte de la Comisión sobre su establecimiento, una de las partes 
                                                          
23
 Como manifiesta Jüri Ratas, primer ministro de Estonia, firmante de la proclamación del PEDS 
en nombre del Consejo. Press office - General Secretariat of the Council of the EU 673/17 de 17 de 
noviembre de 2017. 
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interesadas, el CDR
24
, ha emitido un Dictamen sobre la misma, por ser este uno de los 
organismos consultivos de la UE, ya que los representantes de este organismo 
procedentes de todos los Estados miembros
25
, que son elegidos a escala local y 
regional, y que no están vinculados por ningún mandato imperativo, pueden dar a 
conocer su opinión sobre las disposiciones de la UE que repercutan directamente en las 
regiones y ciudades, emitiendo dictámenes en los casos de consulta obligatoria 
contemplados en los Tratados, en los casos de consulta facultativa y por propia iniciativa 
si lo considera oportuno. 
En este Dictamen emitido el pasado 13 de febrero, como respuesta a la propuesta de 
Proclamación interinstitucional realizada por el Parlamento Europeo, el Consejo y la 
Comisión, sobre el PEDS y Documento de reflexión sobre la dimensión social de Europa, 
y que no es el primero realizado por este organismo sobre esta cuestión, puesto que ya 
emitió uno anterior
26
, se acoge la misma con satisfacción, dado que “obrará en pro del 
desarrollo sostenible de Europa basado en un crecimiento económico equilibrado y en la 
estabilidad de los precios, en una economía social de mercado altamente competitiva, 
tendente al pleno empleo y al progreso social (...), combatirá la exclusión social y la 
discriminación, y fomentará la justicia y la protección sociales, la igualdad entre mujeres 
y hombres, la solidaridad entre las generaciones y la protección de los derechos del niño 
(…), la cohesión económica, social y territorial y la solidaridad entre los Estados 
miembros”
27
. 
En el documento objeto de estudio, el CDR emite su parecer en dos piezas 
diferenciadas, una primera compuesta por recomendaciones de enmienda, y una 
segunda por recomendaciones políticas. 
3.1. Recomendaciones de enmienda 
En lo relativo a las recomendaciones de enmienda realizadas por este organismo, las 
mismas se refieren tanto al Preámbulo de la propuesta de Proclamación interinstitucional 
sobre el PEDS, como a los principios contenidos en la misma. 
3.1.1. Recomendaciones de enmienda al Preámbulo 
                                                          
24
 Que creado en 1994 a raíz de la entrada en vigor del Tratado de Maastricht, tiene como misión 
el implicar a las entidades regionales y locales en el proceso europeo de toma de decisiones, 
facilitando de esta forma la participación de los ciudadanos. 
25
 Contemplados en el art. 263 Tratado CE, sus 350 miembros procedentes de los 28 Estados 
miembros de la UE representan a los entes regionales y locales. 
26
 Dictamen del Comité de las Regiones sobre el pilar europeo de derechos sociales (CDR 
2868/2016), emitido en su 119º Pleno, de 10, 11 y 12 de octubre de 2016. 
27
 Tal como rezan los objetivos de la UE establecidos en el artículo 3 del Tratado de la UE. 
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En este apartado, algunos de los aspectos más notorios sobre el Preámbulo de la 
propuesta de Proclamación interinstitucional sobre el PEDS son los siguientes: 
Sobre las disposiciones de la Carta de Derechos Fundamentales de la UE, que 
protege y promueve una serie de principios fundamentales y que son esenciales para el 
modelo social europeo [Preámbulo (5)], se propone una rectificación meramente formal 
sobre la alusión clara que se debe hacer en todo momento sobre la misma. 
En cuanto al llamamiento que el Parlamento Europeo hizo en favor de un PEDS 
[Preámbulo (7)], además de la propuesta de insertar que en el compromiso del PEDS se 
debe tener en cuenta la diversidad de los sistemas nacionales y el papel fundamental de 
los interlocutores sociales
28
, se propone añadir un nuevo párrafo por el que la Comisión, 
el Consejo y el Parlamento Europeo deben tener en cuenta el Acuerdo interinstitucional 
sobre la mejora de la legislación, por deber atenerse la Comisión a su acuerdo con el 
Consejo y el Parlamento Europeo, de no introducir legislación de la UE cuando no sea 
necesaria. 
En lo relativo a los desafíos en materia social y de empleo a que se enfrenta Europa 
[Preámbulo (11)], el CDR propone añadir dos párrafos: uno, haciendo hincapié en los 
objetivos que a largo plazo del establecimiento del PEDS deben ayudar a construir una 
Europa más cohesionada, fomentando el logro de una Europa sostenible e integradora, 
reforzando la lucha contra las desigualdades sociales y territoriales, y contribuyendo a la 
implantación de una economía social de mercado; y otro, que destaque la importancia de 
una sólida agenda social europea, en la que un elemento clave es el de los salarios 
justos que eviten la pobreza de la población activa y permitan un nivel de vida digno en 
consonancia con la productividad
29
, pese a que la materia de retribución es competencia 
exclusiva de los Estados miembros
30
. 
Pero haciendo hincapié en que no sólo las intervenciones propuestas por el PEDS 
deben considerarse en una programación a largo plazo, el CDR subraya la importancia 
de una intervención a corto plazo, proponiendo la creación de un nuevo punto que tenga 
en cuenta la necesidad inmediata de reducir la pobreza de forma sostenible, favorecer la 
                                                          
28
 Ya que tanto la diversidad de los sistemas nacionales como los interlocutores sociales, deben 
ser tenidos en cuenta por la UE, tal como consta en el punto 3 sobre la consecución de una 
Europa social de la “Declaración de Roma” de 25 de marzo de 2017, de los dirigentes de 
veintisiete Estados miembros y del Consejo Europeo, el Parlamento Europeo y la Comisión 
Europea, donde se subraya la unidad e indivisibilidad de los Estados miembros y la voluntad de 
seguir avanzando en el proyecto europeo. 
29
 En línea con el Dictamen del Comité de las Regiones sobre el pilar europeo de derechos 
sociales (CDR 2868/2016), emitido en su 119º Pleno, de 10, 11 y 12 de octubre de 2016 
[Recomendación política (14)]. 
30
 Puesto que la UE posee únicamente competencias de coordinación, al igual que ocurre con el 
derecho de asociación y sindicación, el derecho de huelga y el derecho de cierre patronal, tal como 
se contempla el punto 5 del artículo 153 del TFUE (antiguo art. 137 TCE), y que se determina en 
cada Estado miembro mediante la legislación o la negociación colectiva. 
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inclusión social y luchar contra el desempleo juvenil, teniendo en cuenta el aumento del 
desempleo juvenil y del número de personas pobres o en riesgo de pobreza en los 
últimos años
31
. 
En lo concerniente al compromiso y la responsabilidad de la Unión, los Estados 
miembros y los interlocutores sociales para cumplir los objetivos del PEDS, [Preámbulo 
(17)], la enmienda propone añadir a los entes locales y regionales, teniendo en cuenta 
las diversidades nacionales, cuando se trate de cuestiones de competencia directa de 
los mismos, por no poderse ignorar su compromiso y responsabilidad
32
. También en este 
aspecto, se insta a añadir dos párrafos, el primero, por el que la UE y los Estados 
miembros deben colaborar a fin de garantizar los recursos financieros necesarios para la 
ejecución del PEDS; y el segundo, por el que los entes locales y regionales deben ser 
apoyados en sus esfuerzos dirigidos a aplicar políticas de empleo y sociales adecuadas, 
incluido el apoyo y desarrollo de políticas dirigidas a conciliar la vida profesional y la vida 
privada, así como el acceso al mercado de trabajo. 
Y en cuanto a la última recomendación de enmienda al Preámbulo sobre el papel 
fundamental que desempeña el diálogo social en el refuerzo de los derechos sociales y 
del crecimiento sostenible e inclusivo [Preámbulo (20)], el CDR insta a añadir un nuevo 
párrafo en el que se contemple la importancia especial de la política de cohesión, que 
radica en que esta asocia los planes estratégicos sobre cómo abordar los retos a escala 
europea y mundial, con las estrategias de desarrollo a largo plazo a escala local y 
regional en los Estados miembros y su aplicación sobre el terreno. Así, por ejemplo, la 
política de cohesión -a diferencia de las políticas estructurales nacionales- es la 
expresión de la práctica de la solidaridad, lo que respalda de manera significativa, la 
aplicación del pilar social
33
. 
3.1.2. Recomendaciones de enmienda a los principios 
En este punto, los aspectos más relevantes concernientes a los principios 
contemplados en la propuesta de Proclamación interinstitucional sobre el PEDS son los 
siguientes: 
                                                          
31
 Como se contempla en el Dictamen del Comité de las Regiones sobre el pilar europeo de 
derechos sociales (CDR 2868/2016), emitido en su 119º Pleno, de 10, 11 y 12 de octubre de 2016 
[Recomendación política (15)]. 
32
 Referencia contenida en el Dictamen del Comité de las Regiones sobre el futuro de la política 
de cohesión después de 2020 “Por una política de cohesión europea fuerte y eficiente después de 
2020” (CDR 1814/2016), emitido en su 123º Pleno, de 11 y 12 de mayo de 2017 [Recomendación 
política (4)]. DOUE C 306/03, de 15 de septiembre de 2017. 
33
 Ibídem, [Recomendación política (9)]. 
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En lo que se refiere al Capítulo I, IGUALDAD DE OPORTUNIDADES Y DE ACCESO 
AL MERCADO DE TRABAJO, las enmiendas realizadas se centran en dos principios, el 
relativo a la Educación, formación y aprendizaje permanente, y el del Apoyo activo para 
el empleo. 
Sobre la Educación, formación y aprendizaje permanente (Principio 1)
34
, el CDR 
introduce la previsión de medidas específicas para la mejora de la enseñanza de los 
niños y los jóvenes en riesgo de comportamientos anómalos, además de abordar en el 
ámbito laboral, el aspecto fundamental de unas condiciones justas para trabajadores en 
prácticas y aprendices
35
.  
En cuanto al Apoyo activo para el empleo (Principio 4)
36
 se propone una modificación 
que especifique que, las personas desempleadas, además de recibir una ayuda 
personalizada, continuada y adecuada, la formación que reciban se ajuste a sus 
competencias, experiencia personal y profesional, capacidades y motivaciones (letra c)
37
. 
                                                          
34
 Educación, formación y aprendizaje permanente: 
“Toda persona tiene derecho a una educación, formación y aprendizaje permanente inclusivos y 
de calidad, a fin de mantener y adquirir capacidades que les permitan participar plenamente en la 
sociedad y gestionar con éxito las transiciones en el mercado laboral”. 
35
 Condiciones reguladas en el ordenamiento español, tanto para la figura del contrato de 
prácticas como para la del contrato para la formación y el aprendizaje. La regulación del contrato 
de prácticas se recoge en el apartado 1 del art. 11 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. La del 
contrato para la formación y el aprendizaje, cuya finalidad es la obtención por parte del trabajador 
de una cualificación profesional mientras tiene un contrato laboral con una empresa -es decir, el 
trabajador recibe una formación, en el marco del sistema de formación profesional para el empleo 
(certificados de profesionalidad) o del sistema educativo (título de formación profesional) a la vez 
que tiene un contrato laboral, y por tanto, una remuneración salarial-, se contempla en el apartado 
2 del artículo 11 del Estatuto de los Trabajadores, desarrollado por el Real Decreto 1529/2012, de 
8 de noviembre, por el que se desarrolla el contrato para la formación y el aprendizaje y se 
establecen las bases de la formación dual. en contrato para la formación y el aprendizaje.  
36
 Apoyo activo para el empleo: 
a. “Toda persona tiene derecho a recibir asistencia personalizada y oportuna a fin de mejorar sus 
perspectivas de empleo o de trabajar por cuenta propia. Esto incluye el derecho a recibir ayuda 
para la búsqueda de empleo, la formación y el reciclaje. Toda persona tiene derecho a la 
transferencia de la protección social y el derecho a la formación durante las transiciones 
profesionales”. 
b. “Los jóvenes tienen derecho a educación continua, una formación como aprendices, un 
período de prácticas o una oferta de empleo de buena calidad en los cuatro meses siguientes a 
quedar desempleados o finalizar los estudios”. 
c. “Las personas desempleadas tienen derecho a recibir una ayuda personalizada, continuada y 
adecuada. Los desempleados de larga duración tienen derecho a una evaluación individual 
detallada a más tardar a los dieciocho meses de desempleo”. 
37
 En este sentido, en España, la transformación del Sistema de Formación Profesional para el 
Empleo se acometió con la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de 
Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral, y previamente el Real Decreto-ley 
4/2015, de 22 de marzo, para la reforma urgente del Sistema de Formación Profesional para el 
Empleo en el ámbito laboral. De esta manera, se garantiza el derecho a la formación de los 
trabajadores, empleados y desempleados, en particular, de los más vulnerables; la contribución 
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En lo que se refiere al Capítulo II, CONDICIONES DE TRABAJO JUSTAS, las 
enmiendas efectuadas apuntan a cuatro principios, los relativos al Empleo seguro y 
adaptable, a los Salarios, al Equilibrio entre vida profesional y vida privada, y al Entorno 
de trabajo saludable, seguro y adaptado y protección de datos. 
En lo relativo al Empleo seguro y adaptable (Principio 5)
38
, al no definir el texto 
original qué se entiende por condiciones de trabajo precarias que deben evitarse, 
propone una modificación en pos de la promoción de unas relaciones laborales con 
condiciones de trabajo reguladas, para evitar una difusión de las formas precarias de 
trabajo, sin prohibir específicamente la celebración de los contratos atípicos (contratos a 
tiempo parcial y de duración determinada) por lo que puede suponer su prohibición a los 
entes locales y regionales al actuar como empleadores (letra d). 
En relación a los Salarios (Principio 6)
39
, y destacando la importancia de una sólida 
agenda social europea en la que los salarios son un elemento fundamental
40
, la 
                                                                                                                                                               
efectiva de la formación a la competitividad de las empresas; el fortalecimiento de la negociación 
colectiva en la adecuación de la oferta formativa a los requerimientos del sistema productivo; así 
como la eficiencia y transparencia en la gestión de los recursos públicos. En última instancia, se 
trata de consolidar en el sistema productivo español, una cultura de formación profesional y 
favorecer con ello la mejora de la empleabilidad de los trabajadores que facilite la creación de 
empleo, y que permitirá, en un contexto de recuperación económica, contribuir a la competitividad 
empresarial y mejorar la empleabilidad y promoción profesional de los trabajadores (Preámbulo del 
Real Decreto 694/2017, de 3 de julio, por el que se desarrolla la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, 
por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral).  
38
 Empleo seguro y adaptable: 
a. “Con independencia del tipo y la duración de la relación laboral, los trabajadores tienen 
derecho a un trato justo y equitativo en materia de condiciones de trabajo y el acceso a la 
protección social y a la formación. Deberá fomentarse la transición hacia formas de empleo por 
tiempo indefinido”.  
b. “De conformidad con la legislación y los convenios colectivos, deberá garantizarse la 
flexibilidad necesaria para que los empresarios puedan adaptarse con rapidez a los cambios en el 
contexto económico”.  
c. “Deberán promoverse formas innovadoras de trabajo que garanticen condiciones de trabajo de 
calidad. Deberán fomentarse el espíritu empresarial y el trabajo por cuenta propia y facilitarse la 
movilidad profesional”.  
d. “Deberán evitarse las relaciones laborales que den lugar a unas condiciones de trabajo 
precarias, en particular prohibiendo la utilización abusiva de contratos atípicos. Los períodos de 
prueba deben tener una duración razonable”. 
39
 Salarios: 
a. “Los trabajadores tienen derecho a salarios justos que proporcionen un nivel de vida digno”. 
b. “Deberá garantizarse un salario mínimo adecuado que permita satisfacer las necesidades del 
trabajador y de su familia en función de las condiciones económicas y sociales, y que al mismo 
tiempo salvaguarde el acceso al empleo y los incentivos para buscar trabajo. Deberá evitarse la 
pobreza de los ocupados”. 
c. “Todos los salarios deberán fijarse de manera transparente y predecible, con arreglo a las 
prácticas nacionales y respetando la autonomía de los interlocutores sociales”. 
40
 Sobre el que el CDR ya se pronunció en el Dictamen sobre el PEDS (CDR 2868/2016), emitido 
en su 119º Pleno, de 10, 11 y 12 de octubre de 2016 [Recomendación política (14)]. 
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enmienda propone añadir el apoyo de las medidas para garantizar salarios reales en 
línea con la productividad, de conformidad con las prácticas de cada Estado miembro 
(letra a). 
En esta línea, sobre el salario mínimo, el CDR critica el que este deba ser fijado en 
función de las necesidades y los ingresos del resto de los miembros de la familia, ya que 
el criterio determinante debería ser que el trabajador perciba un salario que se 
corresponda con las condiciones del mercado actuales, tanto económicas como sociales, 
por lo que su fijación deberá tenerse en cuenta la diversidad de los sistemas nacionales 
y el papel fundamental de los interlocutores sociales (letra b)
41
. 
En cuanto a la fijación de los salarios, se aboga por atajar la discriminación basada en 
el género, por lo que debe añadirse expresamente que además de fijarse de manera 
transparente y predecible, con arreglo a las prácticas nacionales y respetando la 
autonomía de los interlocutores sociales, se evitará la diferencia salarial por razón de 
género (letra c)
42
. 
En lo que respecta al Equilibrio entre vida profesional y vida privada (Principio 9)
43
, 
para tener en cuenta los obstáculos a la construcción de la familia y la necesidad de 
respaldar el aumento de la tasa de natalidad de los europeos en el contexto del reto 
demográfico
44
, la enmienda propone añadir el necesario apoyo de medidas destinadas a 
incentivar la parentalidad y a aumentar la tasa de natalidad, en línea con el Dictamen 
emitido en su día a la respuesta de la UE al reto demográfico
45
. 
                                                          
41
 En esta línea, la Confederación Europea de Sindicatos (CES) denuncia el incremento de la 
brecha salarial entre los trabajadores europeos y exige que el salario mínimo en Europa no sea 
inferior al 60 % del salario medio y pide que se empiece a avanzar hacia un salario "digno". 
Fuente: CCOO Servicios a la ciudadanía. Disponible en: 
http://www2.fsc.ccoo.es/webfscmadrid/Actualidad:Empleo:Actualidad:1029384--
El_SMI_en_Espana_supone_el_37_del_salario_medio_a_jornada_completa (Consultado el 
19/02/2018). 
42
 En este sentido, un candidato potencial a ser miembro de la UE y miembro del espacio 
Schengen sin fronteras y del Espacio Económico Europeo (EEE), Islandia, es el primer país en 
prohibir por ley la brecha salarial entre hombres y mujeres. La ley que entró en vigor el 1 de enero 
de 2018 establece que, la diferencia salarial por género es ilegal tanto en empresas privadas como 
en públicas de más de 25 trabajadores, requiriendo de estas la obtención de un "certificado de 
igualdad salarial" que demuestre que pagan lo mismo a sus empleados en roles similares. Fuente: 
Pressenza International Press Agency. Disponible en:https://www.pressenza.com/es/2018/01/los-
detalles-la-ley-islandesa-regula-la-igualdad-salarial hombres-mujeres/ (Consultado el 19/02/2018). 
43
 Equilibrio entre vida profesional y vida privada: 
“Los padres y las personas con responsabilidades asistenciales tienen derecho a los permisos 
adecuados, a unas condiciones de trabajo flexibles y a servicios de asistencia. Las mujeres y los 
hombres deberán tener igualdad de acceso permisos especiales para cumplir con sus 
responsabilidades asistenciales y deberá animárseles a utilizarlos de forma equilibrada”. 
44
 Ya expuestos en el Dictamen sobre la respuesta de la UE al reto demográfico (CDR 40/2016), 
[Recomendación política (22)]. DOUE C 17/08, de 18 de enero de 2017. 
45
 Ibídem. 
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Dentro del mismo capítulo, y en lo que a un Entorno de trabajo saludable, seguro y 
adaptado y protección de datos (Principio 10)
46
 se refiere, resaltando el derecho que 
tienen los trabajadores a desconectarse de las tecnologías, ya que los avances en este 
sentido están haciendo menos claros los límites entre los horarios laborales y no 
laborales, la enmienda insta a añadir en un nuevo apartado, el derecho que los 
trabajadores tienen a no mantener comunicaciones electrónicas relacionadas con el 
trabajo fuera del horario laboral
47
. 
Y, por último, en lo relativo a los principios contenidos en el Capítulo III, 
PROTECCIÓN E INCLUSIÓN SOCIAL, las enmiendas que contiene el Dictamen 
proponen modificaciones sobre tres de ellos, los relacionados con las Pensiones y 
prestaciones de vejez, la Vivienda y asistencia para las personas sin hogar, y el Acceso 
a los servicios esenciales. 
En cuanto a las Pensiones y prestaciones de vejez (Principio 15)
48
, la enmienda 
propone que, además de que las mujeres y los hombres deban tener las mismas 
oportunidades para adquirir derechos de pensión, añadir que se debe evitar la diferencia 
en las pensiones por razón de género a través de medidas que aborden las 
desigualdades que impiden que las mujeres contribuyan tanto como los hombres a los 
sistemas de pensiones (letra a). 
En relación a la Vivienda y asistencia para las personas sin hogar (Principio 19)
49
, 
debido a que en el pilar no se hace referencia alguna a los refugiados, a los menores no 
                                                          
46
Entorno de trabajo saludable, seguro y adaptado y protección de datos: 
a. “Los trabajadores tienen derecho a un elevado nivel de protección de la salud y la seguridad 
en el trabajo”. 
b. “Los trabajadores tienen derecho a un entorno de trabajo adaptado a sus necesidades 
profesionales y que les permita prolongar su participación en el mercado laboral”. 
c. “Los trabajadores tienen derecho a la protección de sus datos personales en el contexto del 
empleo”. 
47
 En este aspecto, con la ley El Khomri que entró en vigor el 1 de enero de 2017, Francia ha 
sido la pionera en incorporar el derecho a desconectarse fuera del horario de trabajo, regulando las 
modalidades del pleno ejercicio del derecho del asalariado a la desconexión, así como la puesta en 
marcha por la empresa de dispositivos de regulación de la utilización de herramientas digitales. 
Fuente: Huffpost International. Disponible en: http://www.huffingtonpost.es/2016/04/04/ley-el-
khomri-reforma-laboral-francia_n_9608274.html (Consultado el 19/02/2018). 
48
 Pensiones y prestaciones de vejez: 
a. “Los trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia tienen derecho a recibir una pensión de 
jubilación acorde a sus contribuciones que garantice una renta adecuada. Las mujeres y los 
hombres deberán tener las mismas oportunidades para adquirir derechos de pensión”. 
b. “Toda persona en la vejez tiene derecho a los recursos que garanticen una vida digna”. 
49
 Vivienda y asistencia para las personas sin hogar: 
a. “Deberá proporcionarse a las personas necesitadas acceso a viviendas sociales o ayudas a la 
vivienda de buena calidad”. 
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acompañados y a los migrantes con residencia legal para los que cabe subrayar el 
compromiso con su integración efectiva, la enmienda aboga por añadir un párrafo que 
aluda tanto a la integración de los refugiados y migrantes en situación regular, como al 
respaldo de una integración efectiva de los refugiados, de los menores no acompañados 
y de los migrantes con residencia legal, como una tarea indispensable para el buen 
funcionamiento de una Europa social moderna, a través, entre otras cosas, de la 
educación y la formación profesional, a fin de determinar las posibilidades de las 
personas y facilitar su integración. 
Y en el último principio, el relativo al Acceso a los servicios esenciales (Principio 20)
50
, 
la enmienda además de proponer modificar el título por el de “Acceso a los servicios de 
interés económico general y a los servicios esenciales”, por defender que su prestación 
es una herramienta esencial para la cohesión social, también plantea el añadir este 
aspecto como un derecho de toda persona, sin perjuicio de la competencia de los 
Estados miembros para prestar, encargar u organizar estos servicios. 
También dentro de este principio, y dado que en el pilar no se hace referencia alguna 
al acceso al arte y la cultura, que además de ayudar a combatir la radicalización, 
constituyen un elemento fundamental para la cohesión social y son esenciales para 
luchar contra la marginación y la pobreza, el CDR propone que se añada que el derecho 
de toda persona al acceso al arte y la cultura. 
3.2. Recomendaciones políticas 
En lo que se refiere a la segunda parte del Dictamen, se distinguen diferentes 
recomendaciones políticas, que estructuradas de igual manera que en el Dictamen 
anterior emitido por el CDR en 2016 sobre el PEDS, contemplan, por un lado, unas 
observaciones generales, y por otro, una serie de recomendaciones específicas. 
3.2.1. Observaciones generales 
                                                                                                                                                               
b. “Las personas vulnerables tienen derecho a una asistencia y una protección adecuadas frente 
a un desalojo forzoso”. 
c. “Deberán facilitarse a las personas sin hogar un alojamiento y los servicios adecuados con el 
fin de promover su inclusión social”. 
50
 Acceso a los servicios esenciales: 
“Toda persona tiene derecho a acceder a servicios esenciales de alta calidad, incluidos el agua, 
el saneamiento, la energía, el transporte, los servicios financieros y las comunicaciones digitales. 
Deberá prestarse a las personas necesitadas apoyo para el acceso a estos servicios”. 
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En este apartado, aunque en algunas de las observaciones emitidas por el CDR se 
reivindican algunas cuestiones apuntadas ya por este organismo en Dictámenes 
anteriores, en otras, se acoge con satisfacción la implantación de un PEDS. 
En este aspecto, en algunas de las recomendaciones políticas, el CDR expresa su 
complacencia sobre el establecimiento del mismo, en aras de una Europa sostenible e 
integradora que empodere a sus ciudadanos y fomente la igualdad de oportunidades 
(Observación 1), por la importancia que cobra una sólida agenda social europea en la 
que la competitividad y la justicia social se complementen mutuamente (Observación 3), 
al formular unas normas mínimas en materia social que la UE y los Estados miembros 
puedan cumplir dentro de sus respectivas esferas de competencia, teniendo más en 
cuenta los fines de la política social (Observación 5).  
En otras en cambio, el CDR lamenta que se ignoren completamente la 
responsabilidad y competencias de los entes locales y regionales
51
en la declaración que 
realiza la Comisión, en el sentido de que cumplir los objetivos del PEDS es un 
compromiso y una responsabilidad compartidos por la Unión, sus Estados miembros y 
los interlocutores sociales
52
 (Observación 2). Por ello, hace hincapié en el valor añadido 
que aportan los entes locales y regionales al desarrollo y aplicación de las políticas 
económicas y sociales para contribuir a una mayor convergencia al alza, y reitera su 
solicitud de que el pilar europeo los apoye en sus esfuerzos dirigidos a aplicar políticas 
de empleo y sociales adecuadas (Observación 4). 
Asimismo, el CDR reivindica una política de cohesión económica, social y territorial 
eficiente, como una de las políticas más importantes y amplias de la UE, que debe 
desempeñar un papel clave a la hora de apoyar el establecimiento del pilar social 
(Observación 11)
53
. Éste debe contribuir a reducir la pobreza y la exclusión social, 
incluidas las desigualdades por razón de género, así como a reducir el desempleo, en 
particular el juvenil (Recomendación 9). 
En el marco del desempleo de larga duración, para hacer frente a las crisis del 
empleo, el CDR requiere actuar con políticas activas adecuadas, medidas de formación 
destinadas a renovar las competencias de estos trabajadores y ayudas económicas 
(Recomendación 10), así como con un seguro europeo de desempleo como el propuesto 
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 Protagonismo ya reivindicado en el Dictamen del Comité de las Regiones sobre el pilar 
europeo de derechos sociales (CDR 2868/2016), emitido en su 119º Pleno, de 10, 11 y 12 de 
octubre de 2016 (Observaciones 4 y 5).  
52
 Tal como consta en la “Propuesta de proclamación interinstitucional sobre el pilar europeo de 
derechos sociales”, COM(2017) 251 final, de 26 de abril de 2017 (Preámbulo 17). 
53
 Como se subraya a lo largo del Dictamen del Comité de las Regiones sobre el futuro de la 
política de cohesión después de 2020 “Por una política de cohesión europea fuerte y eficiente 
después de 2020” (CDR 1814/2016), emitido en su 123º Pleno, de 11 y 12 de mayo de 2017. 
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por el Gobierno italiano, que se active automáticamente cuando suba el paro y 
complemente los seguros de desempleo nacionales. 
3.2.2. Recomendaciones específicas 
A este respecto, el alcance de muchas de las recomendaciones específicas 
planteadas en el Dictamen emitido por el CDR, está directamente relacionado con las 
recomendaciones de enmienda propuestas en el mismo. 
En este sentido, entre las cuestiones planteadas por el CDR, se reitera que cualquier 
intervención, pública o privada, debe tener en cuenta las especificidades locales y 
regionales, los retos demográficos y la persistente alta tasa de desempleo juvenil, por lo 
que subraya la importancia de ampliar los beneficios de la “Garantía Juvenil” a los 
jóvenes menores de 30 años
54
 y convertir el sistema en una característica permanente 
de las políticas europeas de empleo, con una financiación sostenible y suficiente 
procedente de los fondos europeos y nacionales (Recomendación 17). 
Asimismo, se subraya la importancia de procurar que las competencias respondan a 
las necesidades del mercado laboral que tienen una dimensión territorial, y, en este 
sentido, hace hincapié en el papel que desempeñan los entes regionales y locales, en 
particular, en el ámbito de la educación, la formación y el apoyo a los jóvenes 
emprendedores (Recomendación 19), haciéndose necesario perseguir el objetivo de una 
continua y mayor formación, adaptación de las competencias y apoyo activo al talento, 
políticas de envejecimiento activo y equilibrio entre vida profesional y familiar, este último 
con políticas familiares laborales y educativas apropiadas (Recomendación 18). Para 
lograrlo, los Estados miembros deberían recibir apoyo con la aplicación de una Garantía 
de Capacidades, destinada a mejorar las oportunidades de empleo y la plena 
participación en la sociedad de los adultos con baja cualificación en Europa 
(Recomendación 21). 
En cuanto a las relaciones laborales, previendo el impacto de la digitalización y de las 
nuevas tecnologías, el CDR aboga por el derecho a la desconexión de los trabajadores 
fuera de su horario laboral (Recomendación 22), y habida cuenta de la evolución de la 
realidad laboral, las nuevas formas de empleo y las normas mínimas europeas, por la 
necesidad de que las cualificaciones de los profesionales con alta movilidad se 
reconozcan de forma rápida, sencilla y fiable (Recomendación 23), además de por un 
nivel adecuado de protección social (Recomendación 24). 
En las siguientes recomendaciones y desde un prisma eminentemente social, aunque 
el CDR valora como una buena práctica el establecimiento de las rentas mínimas de 
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 Propuesta ya realizada en el Dictamen del Comité de las Regiones sobre el pilar europeo de 
derechos sociales (CDR 2868/2016), (Recomendación 23). 
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inserción aprobadas por numerosos entes locales y regionales
55
, propone que se preste 
una atención inmediata a la pobreza y la exclusión social (Recomendación 28), a la 
integración de los refugiados, los menores no acompañados y los migrantes con 
residencia legal a través de la educación y la formación profesional (Recomendación 25), 
a los discapacitados y hogares con varios niños (Recomendación 29), y a una vivienda 
digna y asequible como requisito previo de cohesión social por contribuir a crear 
comunidades resistentes a la segregación social, económica y geográfica 
(Recomendación 30); utilizando herramientas más idóneas para la evaluación de las 
desigualdades subnacionales (Recomendación 27) y lamentando la falta de atención al 
derecho al acceso al arte y la cultura, que son fundamentales para la cohesión social y 
para luchar contra la marginación y la pobreza (Recomendación 32). 
En esta línea, se recuerda a la Comisión y al Consejo, la oportunidad de introducir 
medidas de incentivo destinadas a los países que aplican reformas estructurales para 
alcanzar los objetivos sociales de la Estrategia Europa 2020
56
 y combatir los 
desequilibrios sociales (Recomendación 33),  
Finalmente, el CDR pide a la Comisión la elaboración de un programa de acción 
social con proyección de futuro que contenga medidas concretas (Recomendación 36), 
destacando la necesidad de aclarar el modo en que los fondos europeos pueden apoyar 
a la aplicación del pilar y reiterando, asimismo, la necesidad de que la UE y los Estados 
miembros prevean recursos adecuados para alcanzar los objetivos previstos en el pilar 
(Recomendación 35). 
IV. CONCLUSIÓN 
A la luz del Dictamen emitido por el CDR sobre la propuesta de proclamación 
interinstitucional sobre el PEDS y Documento de reflexión sobre la dimensión social de 
Europa, aunque se evidencia una acogida satisfactoria sobre las intenciones de prestar 
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 En España, por ejemplo, la Renta Mínima de Inserción (RMI) es una ayuda pública para 
personas que no tienen recursos suficientes para atender las necesidades más básicas de la vida 
y que por lo tanto se encuentran en situación de riesgo, que no suele superar el 70% del salario 
mínimo -aunque en algunos casos tiene una parte fija y otra variable en función de si hay 
miembros de la unidad familiar (hijos, personas con minusvalías…)-, cuyo baremo depende de las 
Comunidades Autónomas.  
56
 Que, adoptada en el Consejo Europeo de junio de 2010, constituye el marco de referencia 
para la coordinación de las políticas económicas y de empleo de los Estados miembros de la UE. 
Establece un ciclo que se extiende hasta el año 2020, a partir de dos instrumentos básicos: los 
Programas Nacionales de Reformas y las Directrices Integradas 2020, referencia para diseñar los 
Programas nacionales de reformas. Gira en torno a la consecución de cinco objetivos comunes 
que han de orientar la actuación de los Estados miembros y de la Unión en relación con el fomento 
del empleo, la mejora de las condiciones para la I+D+i, el cumplimiento de los objetivos de lucha 
contra el cambio climático y el uso eficiente de la energía, la mejora de los niveles educativos y el 
fomento de la integración social avanzando en la reducción de la pobreza. 
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una especial atención al progreso social, que implican la promoción de mercados de 
trabajo y sistemas de protección social más justos, con el propósito de que el modelo 
social europeo esté preparado para afrontar los desafíos del siglo XXI, se constata que 
tanto en las recomendaciones de enmienda, como en las recomendaciones políticas 
planteadas, se reiteran algunos de los aspectos ya contemplados en el Dictamen anterior 
sobre el PEDS realizado por este organismo, que no han sido considerados. 
Entre ellos, cabe destacar la reivindicación del papel a desempeñar por los entes 
locales y regionales, ignorados en su compromiso y responsabilidad con los objetivos 
establecidos en el PEDS, para que, en cualquier intervención, pública o privada en 
cuestiones de su competencia, incluido el apoyo y desarrollo de medidas dirigidas a 
conciliar la vida profesional y la vida privada, así como el acceso al mercado de trabajo, 
sean apoyados en sus esfuerzos dirigidos a aplicar políticas de empleo y sociales 
adecuadas. 
Otro de los aspectos a tener en cuenta en este sentido, es la reiteración de que, 
además de perseguir los objetivos que a largo plazo establece el PEDS, elaborando un 
programa de acción social con proyección de futuro y con medidas concretas para 
ayudar a construir una Europa más cohesionada basado en una sólida agenda social 
europea, se debe considerar, por el aumento del número de personas pobres o en riesgo 
de pobreza en los últimos años, una intervención sobre objetivos más a corto plazo, para 
reducir la pobreza de forma sostenible y favorecer la inclusión social. 
Por último, y teniendo en cuenta que el PEDS no es un instrumento jurídicamente 
vinculante, cobra especial importancia para su implantación, el papel a desempeñar 
tanto por los interlocutores sociales como por los diferentes sistemas nacionales; sin 
olvidar que, la colaboración de la UE y los Estados miembros resulta imprescindible, a fin 
de garantizar los recursos financieros necesarios para que su aplicación sea efectiva.  
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